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Derecho del trabajo y precarización de derechos
en los Estados de la Unión Europea*
LAURENT VoCEL**
1. Amoda de advertencia
Este trabajo nace de una constatación cotidiana en mi actividad laboral
comojurista para una organización sindical. En los terrenos de la salud y la
seguridad intervenimos a través de mecanismos concebidos en función de
un empleo relativamente estable, localizado en empresas medianas ygran-
des que cuentan con una representación sindical real y con servicios de pre-
vención; en función de «trabajadores» no determinados (aunque de modo
implícito hacemos referencia a un modelo: un hombre, ni demasiado extran-
jero, ni muy joven, ni muy mayor>. Actuamos, sobre todo, sin capacidad para
influir sobre los determinantes sociales esenciales, concentrándonos en aque-
llos factores materiales que perjudican la salud. Esta manera de proceder es,
en parte, inevitable: hay que dar respuesta anecesidades urgentes. Pero este
modo de actuar traduce, también, la posición secundaria,y a veces marginal,
que ocupa la salud laboral respecto a la actividad sindical. Creo que la mayor
parte de los actores que toman parte en las tareas de prevencíon podrían
hacer una reflexión similar, ya se trate de inspectores de trabajo, médicos,
ergónomos o higienistas industriales.
A esta primera comprobación, quisiera añadir la sensación personal de
cíerta debilidad en la reflexión teórica acerca de la evolución del derecho del
trabajo en nuestros países. Debilidad que, salvo raras excepciones’, procede
* Esta traducción ha sido encargada por la Fundación 1» de Mayo a Aurora Fernández Aspe-
rilla. La revisión ha estado a cargo de Claudia Narodki.
** Oficina Técnica Sindical Europea para la Salud y la Seguridad. Confederación Europea
de Sindicatos.
Entie las excepciones cabe citar las importantes contribuciones de Supiot en Francia.
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de una especie de resignación ante la subordinación del derecho del traba-
jo a razones de tipo económico, o incluso a la fatalidad técnica.
«La necesidad de flexibilidad en el trabajo es consecuencia, como es sabi-
do, de las nuevas condiciones de laeconomía moderna»2. Formulada con tal
aplomo, en el tono de las evidencias, esta opinión pone fin a todo debate,
por lo que cualquier disensión no haría más que reflejar ignorancia o una
posición de anti-modernidad. Quiero, pues, precisar, de entrada, dos consi-
deraciones que me han guiado en la forzosamente sumada exposición que
sigue.
10) Tanto la técnica, como la economía son ante todo productos sociales,
y no creo que la reflexiónjurídica pueda resumirse en un ajuste del derecho
a la «realidad». Muy a menudo, la noción misma de realidad, no constituye
más que una lectura de lo real cuya función principal es la reproducción de
esto mismo. El derecho tiene siempre un doble papel: dar un cierto grado
de seguridadjurídica a un entorno social determinado y plantear exigencias
relativas a la evolución de este entorno que impliquen una cierta coacción
ejercidacontra prácticas habituales.
20) No comparto en absoluto las creencias de la ideología del progreso
que sostiene que el crecimiento de la producción y el de los beneficios llevan
consigo necesariamente un aumento del empleo y una mejora gradual de la
situación social. La ideología de la competitividad, vuelve a tomar, de la forma
más caricaturesca, los peoreselementos del ideario del progreso sin ni siquie-
ra asociarlos al consuelo de un mañana mejor Los «competitivistas» plantean
como postulado la necesidad de movilizar toda la vida social y todo el poder
público para la lucha que mantienen las empresas. Es paradójico que la ide-
ología de la competitividad conozca su auge en momentos en los que los
datos económicos indican un despegue neto entre las tasas de beneficios y la
creación de empleo. Se observa un doble efecto de tijera que hace corres-
ponder cada vez menos laacumulación de capital y el crecimiento3 por una
parte y que disocia igualmente el crecimiento y la creación de empleo por
otra4. En pocas palabras, el famoso adagio de la social-democracia alemana
2 B. Brunhes «La flexibilité du travail. Réflexions sur les modeles européens, Droit Social>’,
Marzo 1989, p. 251.
Durand y Maheu <1994) demuestran que un cálculo efectuado sobre medios móviles duran-
te tres años hace corresponder en lo esencial curvas de tasas de beneficios y tasas de crecimiento
entre I964y 1985 en Europa. Por el contrario,a partir de 1985, la curva de tasas de beneficios se
alela netamente de las tasas de crecimiento.
1 Boissonnat (1995, p. 105-109) cita diferentes proyectos económicos que indican, todos ellos,
que incluso con un crecimiento constante del PIB, la tasa de paro seguiría siendo muy alta en el
curso de los próximos años. Cualesquiera que sean los límites de las proyecciones economicas,
se mantiene que, bajo condiciones sociales y económicas idénticas, el crecimiento razonable-
mente previsto del PIB sólo tendría efectos muy limitados sobre el empleo (como ejemplo, en el
proyecto Eurostat, Francia con un crecimiento del 2,2% del PIB catre 1995 y el 2.000 tendría una
tasa de paro del 14% en el año 2.000).
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según el cual los beneficios de hoy son las inversiones de mañana que a su
vez se convertirán en los empleos de pasado mañana, es menos cierto que
nunca.
Mi pretensión no es ofrecer un análisis sistemático y detallado de las dife-
rentes figurasjurídicas de la precarización. Otros autores han comenzado ya
a redactar un catálogo de precariedades en materia de empleo, analizadas
según el tipo de contrato o según países. Quisiera, en cambio, indicar algu-
nas grandes líneas que merecerían una más profunda labor colectiva de esta-
dio.
2. Breve visión de conjunto
Comencemos por una rápida visión de conjunto. Cualquiera que sea el
país europeo que se quiera examinar, el derecho del trabajo ha conocido
mutaciones ímportantes y rápidas en el curso de los últimos diez o quince
anos. Estas mutaciones tienden adespojar al «mercado de trabajo» de los fac-
tores de rigidez que constituyeron las conquistas del movimiento obrero en
el curso de las décadas precedentes y, en particular, propenden a menosca-
bar las garantías que rodean el contrato de trabajo por tiempo indefinido y
en jornada completa respecto a toda una serie de elementos esenciales.
Si hubiera que echar un rápido vistazo alas transformaciones en curso,
se podrían distinguir varios campos en los que la precarización va en aumen-
to.
10) El campo más fácil de definir a partir del análisisjurídico es sin duda
el constituido por el desarrollo de los contratos de trabajo denominados «atí-
picos». Contrato de trabajo a tiempo parcial, contrato temporal, contrato
eventual, y una vasta gama de contratos relativos a la inserción de losparados
(de larga duración) o de losjóvenes, que han conocido un desarrollo impor-
tante en el conjunto de países de la Unión Europea. Este desarrollo es a la
vez estadístico yjurídico en la medida en que la legislación se ha dispuesto
especialmente para crear, autorizar (en aquellos casos en que estaban prohi-
bidos) o favorecer dichos contratos.
20) El desarrollo de un desempleo masivo es un factor importante en
la precarización. A menudo las formas precarias en el empleo constituyen la
antecámara del paro que, a su vez, actúa como un factor de inestabilidad
por la considerable presión que ejerce sobre las personas que aún trabajan.
Como regla general, el salario social diferido que constituyen las prestacio-
nes de desempleo, se ha vuelto también más precario: la diferencia entre
la cuantía de las ayudas y el salario medio ha ido aumentando, las legisla-
ciones se han orientado a acortar los períodos de cobertura del desempleo
o a facilitar la suspensión de los derechos en aquellos países en los que no
existía límite temporal para el pago de las prestaciones (como es el caso de
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Bél~gica). Las modalidades de despido se han facilitado en numerosos pai-
ses
30) No existen datos precisos relativosal desarrollo de la subcontratación,
pero parece bien sentado que las estrategias de los grupos económicos domi-
nantes, pasan por reducciones masivas de empleo en las grandes compañías
matrices, centradas ahora en ciertas tareas esenciales y por un refuerzo en el
control efectivo sobre las empresas subcontratistas. En este contextoes donde
hay que analizarel importante desarrollo de los procedimientos de certifica-
ción que han traspasado los sectores concretos en los que se habían aplicado
inícíalmente (industrias ligadas al equipamiento militar, sectores con riesgos
industriales mayores, producción de equipamientos en los que el compo-
nente de seguridad era esencial) para dirigirse hacia el conjunto de indus-
trias manufactureras » más recientemente, hacia los servicios. El desarrollo
de la subrontratación es inseparable de un movimiento a veces descrito como
la PYMEzación de la economía. Ahora bien, el derecho del trabajo en la
mayoría de los países europeos establece una serie de mínimos apartir de los
cuales son exigibles ciertos derechos colectivos (ej. delegación sindical, repre-
sentación de trabajadores en materia de salud y seguridad, existencia de ser-
vicios de prevención, etc.). La PYMEzación tiene la consecuencia de dejar
por debajo de estos límites a un número creciente de trabajadores (y sobre
todo de trabajadoras)6.
40) El debilitamiento de los servicios públicos y, en particular, de la polí-
tica social es un doble factor de precariedad, cuyo impacto es particularmente
importante sobrelas mujeres; Por una parte; éstas constituyen lamayoría de
los trabajadores de este sector. Por otra, este debilitamiento hace más preca-
rías las condiciones en las que las mujeres efectúan lo esencial del trabajo de
reproducción.
El argumento, digno de los mejores slogans imaginados por Onvelí en «1984», según el cual
facilitar los despidos, es crear empleo, ha conocido un auge notable entre los «decididores polí-
ticos’, desde los conservadores británicos hasta los socialistas españoles. Ha bastado con que tinos
u otros hayan prcscntado un cálculo de costes y beneficios prometiendo resultados estupendos
para que el sentido común se esfumara y se olvidase que fúcilitar el despido era quizá también
facilitar los despidos. El derecho al despido como gris sucedáneo del derecho a] trabajo, no ha
creado el conjunto de empleos prometido, sino que ha hecho mucho mas rental)les las opera-
ciones de «limpieza’> en lis empresas.
Según tina investigación realizada por el Observatorio Etiropeo para las PYMES en los quin-
ce miembros actuales de la Unión Europea y en Norue a el 31% de los trabajadores del sector
privado no primario de estos países trabajar en micro empresas (definidas como empresas que
ocupan a menos de diez trabajadores). Esta proporción es más importante en los sectores donde
trabajan mayoritarianíente mujeres (como los servicios personales). Entre 1981 y 1995, se com-
prueba un moximíéiiiótégúlú+déiráiisi&éhdád¿éinpleo de las grandes empresas hacia las
PYMES. Las primeras pierden un 0,5% como media de su volumen de empleo cada año, inien-
tras (jllC las segundas ganan un 0,25% del mismo. Hay qtíe señalar que este estudio no aborda la
salud y la seguridad más que en el capítulo destinado a las cargas administrativas quc pesan sobre
las PYMES. (Furopean ObscnatoiwforSMEs, 1995).
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50) La legislación ha evolucionado de tal manera que permite una mayor
flexibilidad en la utilización de la fuerza de trabajo. Aunque no existe una
encuesta sistemática aescala europea parece queestá teniendo lugar un desa-
rrollo del trabajo por turnos, del trabajo en sábadosy domingos y del trabajo
nocturno. Paralelamente, asistimos a un bloqueo de las iniciativas legislativas
relativas a la reducción de las horas de trabajo8. Así la flexibilidad en la orde-
nación del horario laboral que había sido presentada durante muchos años
como lacontrapartida de una reducción significativa del tiempo de trabajo, va
a constituir en adelante en muchos casos un objetivo en sí mismo desprovisto
de contrapartida yjustificado por el chantaje del paro9.
60) La precarización afecta igualmente a los ingresos. Por una parte pare-
ce que la parte del salario ligada alos beneficios de las empresas o a criterios
individuales aumenta en relación a la parte fijal10. Por otra parte, en algunos
países, los mecanismos de mantenimiento del poder adquisitivo (escala móvil,
fundamentalmente) se han debilitado o han desaparecido.
70) Para completar habría que mencionar igualmente el trabajo clandes-
tino y el trabajo a domicilio.
En lo relativo al trabajo clandestino, no existe evidentemente ningún dato
preciso a este respecto que nos permita proceder a hacer comparaciones en
el área europea. El trabajo clandestino (y semi clandestino: existe una vasta
zona gris de situaciones ilegales respecto de algunas cosas y legales con res-
pecto a otras) afecta acategorías muy diversas de trabajadores. Bajo su forma
más precaria, afecta a trabajadores inmigrantes que no poseen permiso de
restdenciaode trabajo (juega un papel importante en Italia y en España en
8 El estancamiento en las iniciativas legislativas relativas al tiempo de trabajo puede ser ibis-
trado con el ejemplo de Francia, En 1900, la duración cotidiana del trabajo se limitó (con una
transición progresiva de cuatro años de duración) a 10 horas por día que correspondían a una
jornada semanal de sesenta horas. En 1919, la jornada diaria pasó a ser de ocho horas y lajornada
semanal dc ctíarenta y ocho. En 1936, la jornada semanal pasó a ser de cuarenta horas. Sería pre-
ciso esperar a 1982 para que fuera reducida en una hora y pasase a ser de treinta y nueve horas.
Cabe señalar que tanto en 1919, como en 1936, el contexto social y económico no era fúvorable,
lo que densuestra el papel decisivo jugado por las movilizaciones sociales.
A falta dc’ tina legislación obligatoria, la reducción convencional (leí tiempo de trabajo no ha
dado resultados muy importantes. Para el conjunto de la Unión Europea el trabajo medio efec-
tivo no habría variado más que en un 4% entre 1983 y 1992 (o sea una hora y media por sema-
na) y este movimiento se explica más por las variaciones en la distribución (leí empleo (de secto-
res industriales con una duración mayor del tiempo de trabajo hacia el sector de los servicios con
una duración menor) que por iniciativas de reducciones sectoriales (o de empresas) del tiempo de
trabajo. (TheEuropeanObservatoryforSMEs, 1995, PP. 104 106).
~ Entre tantas fórmulas imaginadas para flexibilizar los ingresos llama la atención la volun-
tad de la empresa FIAT en Italia de ligar una parte del salario al control de la calidad a traves un
sondeo de opinión entre los compradores de un coche FIAT. En dicha fórmula encontranlos un
concentrado simbólico de muchos elementos de la visión patrona! de la modernidad en las rela-
ciones industriales y un paralelismo significativo con lo que ocurre en la esfera de la representa-
cion política.
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particular). En otros casos, afecta a trabajadores en situación de desempleo,
independientes, mujeres que no tienen acceso ni al mercado regulado de tra-
bajo ni al paro, etcétera.
El trabajo a domicilio puede incluirse ampliamente en la zona gris de las
situaciones en algunos casos legales, en otros ilegales o parcialmente legales.
No existen estadísticas fiables que permitan calcular su importancia en Euro-
pa. La cifra de dos millones de personas evaluada en los años ochenta, basada
en estadísticas oficiales de nueve países de la Europa comunitaria es excesi-
vamente baja11. Como se subraya en el estudiode Tate, «el trabajo a domicilio,
como muchos trabajos femeninos es invisible en extremo». Según una esti-
mación sumada del Comité de Mujeres de la Confederación Europea de Sin-
dicatos, esta forma de trabajo afectaría a las mujeres en más de un 80% de
los casos y parece que esta estimación es muy prudente, ajuzgar por las
encuestas parciales disponibles (que hablan a menudo de un porcentaje de
mujeres superior al 90%) 12, Además en los países de la Europa del Norte, el
trabajo a domicilio afecta amenudo aminonas etnícas y se ve reforzado por la
posición marginal de éstas en el mercado de trabajo. El iínpacto negativo
sobre la salud del trabajo realizado a domicilio es importante. En lo referen-
te a los riesgos químicos, en el trabajo a domicilio es imposible habilitar la
mayoría de losmecanismos de prevención fundados en elrespeto a losvalores
limites132. En general, es a través de los dispositivos de salud pública desde
donde se suelen lanzar alertas generales sobre la aparición de «epidemias»
repentinas ligadas a riesgos químicos incontrolados13. Pero más allá de los
riesgos materiales (causados por sustancias químicas y por la inseguridad de
los equipamientos de trabajo), el trabajo a domicilio genera graíídes altera-
ciones temporales y de tipo psicológico en especial porque se ve acompañado
de incentivos a la producción y porque destruye casi por completo el soporte
que ofrece la socialización en el trabajo. Cabe añadir que el trabajo a domi-
cilio impide controlar de manera efectiva el respeto alas disposiciones legales
que prohíben el trabajo de los niños.
Si bien en estas evoluciones se pueden distinguir algunos grandes rasgos
Ver Tate (1995, PP. 68-74)
5? Eludir estas normas es, a veces, el objetivo peiseguido por los empresarios cuando sc traus-
ficí-en actividades de la empresa hacia el ti-abajo a domicilio. Es lo que suhiayan difei-entes estí.í-
dios. late (1995, p. 45) indica:»Como señala el infórme del Consejo de Europa, es difícil contr~
lar los materiales entregados a los trabaj-adoí-es a domicilio en razón de stí clandestinidad. Es estc,
no obstante, un pí-oblema cíe hecho que conl() revela eí iríférme comparativo- se trata a veces de
una estrategia deliberada por paste de los empresarios desde el niomcnt.o en que los trabajado-
¡es, en especial los sindicados, toman cada vez mayor conciencia de la importancia dc las críes-
nones de salud y seguridad crí los centios (le trabajo» -
Se ~ citar como ejemplo las llamadas «epidemias» de parálisis del calzado» que erais
polineuritis provocadas por la utilización de pegamentos que contenían Nl lexano en el trabajo a
domicilús dc’l calzado en Esparla (verRoel xXlii, 1992) y eh Nápoles (Tate, l9¶5. p. -14).
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comunes, es preciso tener en cuenta que existe, sin embargo, una dimensión
geográftca de la precarización y ésta es extremadamente diferenciada.
En Europa del Norte (con excepción de Irlanda) el empleo a tiempo par-
cial ha conocido un importante desarrollo. Constituye un elemento estruc-
tural en la organización de los servicios y se caracteriza por sus estrechos vín-
culos con la división por sexos del trabajo. Así, para unamedia comunitaria
del 16% de asalariados a tiempo parcial, en los Países Bajos afecta a un 36,4%,
en Dinamarca a un 24,3% y en el Reino Unido a un 23,8%. Una lectura
sexuada de estas cifras indica que las trabajadoras a tiempo parcial son res-
pectivamente el 31,4% (CEE), el 65,4% (Paises Bajos 1donde resulta pues,
que lacontratación a tiempo completo es atípica entre las mujeres!), el 35,5%
(Dinamarca) y el 43,8% (Reino Unido) (datos Eurostat para el año 1994).
Los efectos discriminatorios del trabajo a tiempo parcial son variables. El
empleo a tiempo parcial implica generalmente un refuerzo en los mecanis-
mos de segregación de las mujeres con una concentración mayor que para
el empleo a tiempo completo en las profesiones llamadas «femeninas» y poco
valoradas. Esto se pone de manifiesto particularmente en el Reino Unido,
donde se ha convertido en uno de los principales factores de segregación y
de discriminación salarial que afecta a las trabajadoras.
En los Países Bajos la situación en el terreno de la discriminación salarial
es más moderada
14. Pero, en casi toda Europajuega un import nte papel lo
que se llama segregación verticaliS, es decir el confinamiento de las mujeres a
puestosjerárquicamente inferiores. Ahora bien, este confinamiento vertical es
inseparable de condiciones de trabajo que implican menor iniciativa, un
mayor número de tareas repetitivas, etcétera.
En los países de la Europa mediterránea y en Irlanda, el desarrollo del
trabajo a tiempo parcial ha sido escaso. Las formas más difundidas de empleo
~ Ver Ruberyy Fagan (1994, PP. 173-177) que indican que en el Reino Unido la discrimina-
clon salarial se acentúa más en el trabajo a tiempo parcial, los salarios por hora femeninos a tiem-
po parcial 5(10 del orden del 75% de los salarios de las mujeres que trabajan a tiempo completo.
En los Países Bajos, el ti-abajo a tiempo parcial corresponde a grosso modo a la misma división
hombres-mujeres, que el trabajo a tiempo completo. Sanciona pues, las discriminaciones exis-
tentes sin acenttíar los efectos en lo que concierne a las remuneraciones. Por el contrario, en lo
relativo a los hombres, el trabajo a tiempo parcial tiene la consecuencia de disminuir netamente
su salario por horas con relación a los trabajadores a tiempo completo (el salario por hora medio
para el tiempo parcial representa el 82% del salario por hora medio a tiempo completo), apro-
ximándolos de este modo a los salarios femeninos incluso en un sector como la distribución y el
comercio donde los trabajadores son jóvenes, haciéndoles pasar por debajo de la barrera de los
salarios femeninos (incluidos los de las mujeres que trabajan a tiempo parcial)
‘~ Los datos publicados por Bosch (1995, p. 25) basándose en una encuesta llevada a cabo por
la Fundación Europea para la mejora en las condiciones de vida y de-trabajo en 3.200 centros,
muestra que en todos los países en los que el trabajo a tiempo parcial ha llegado a alcanzar un
desarrollo significativo, aftcta mucho más a los obreros no cualificados y a los empleados que a
los mandos. Nsj en los Paises Bajos, attcta al 32,8% de los obreros no cualificados, al 3,9% de los
obreros cualificados, al 49,1% deempleadosyal 14,2% de los mandos.
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precario son los contratos temporales. Su impacto sobre la segregación y la dis-
criminación salarial son igualmente significativos. Así en España6 los diferen-
tes tipos de contrato de duración determinada constituirán la norma general
paralosjóvenes menores de 25 años, sin diferenciación notoria entre hombres
y mujeres. Por el contrario, pasados los 25 años, es notable la marcada sobre
representación de las mujeres. Por otra parte, si el conjunto de trabajadores
sometidos aestos contratos perciben salarios inferiores alos de la media de los
trabajadores contratados indefinidamente, esta diferencia media que es del
40% corresponde auna discriminación mucho mayor entre las trabajadoras
(las trabajadoras con contratos precarios perciben el 53 % del salado medio
general, los trabajadores con este mismo tipo de contratos, cobran el 66,7%).
Luxemburgo constituye un caso aparte. Tanto el trabajo a tiempo parcial,
como los contratos de trabajo de duración determinada, son aquíinfrecuen-
tes. Parece ser queuna parte no despreciable de la flexibilidad en el empleo
se realiza a través del empleo transfronterizo en el que los puestos de traba-
jo interino y la subcontratación de servicios ocupan un papel creciente.
3. Cuatro rasgos comunes
Cabe hacer cuatro observaciones de con~unto.
10) Cada una de las formas de precariedad tiene una repercusión nega-
tiva para la salud. A pesar de la insuficiencia de datos y la ausencia de siste-
matización que hace difícil un trabajo comparativo, se podrían destacar cier-
to número de estudios relativos a laincidencia sobre la salud, en cada uno de
los siete puntos citados. En algunos casos, lavisibilidad de dicha relación es
inmediata, en la medida en que apareceen las estadísticas relativas a la decla-
ración de accidentes de trabajo. De este modo se puede observar un alto
número de accidentes entrelos trabajadores con contrato de duración deter-
minada y entre los trabajadores eventuales en las estadísticas disponibles. En
otros casos, los análisis tradicionales sobre sistemas de reparación de los ries-
gos profesionales, no permiten registrar los fenómenos ocurridos, pero exis-
te un gran número de estudios específicos que muestran que los daños a la
salud vanunidos a condiciones precarias de trabajo. Queda claro que la rela-
ción entre salud y precarización puede ser mas o menos visible en función
de la calidad de los sistemas de observación y de los indicadores utilizados.
En la tradición de la salud laboral se ha trabajado muy poco sobre la interac-
ción de los daños a la salud provocados por las condiciones de trabajo con
los daños a la salud provocados porel desempleo’7 (e incluso por la amenaza
56 Ver Comisiones Obreras (1991) y Fundación (1992)
19 Entre los pocos estudios disponibles cabe citar Frigul et aliae (1993) y Dessors, Schram y
Volkoff (1991).
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de desempleo). Cabe entender que el efecto de la precarización sobre lasalud
no es inmediato («no se muere de un tipo de contratación» como decía con
falsa ingenuidad el grupo del Partido Popular durante la discusión del caso
Ardystil en las Cortes españolas), pasa siempre por una mediación de las rela-
ciones sociales subyacentes de las formas de contratación. Es algo que no se
puede reducir auna explicación mono-causal a la cual nos han acostumbrado
los enfoquesjurídico-técnicos o bio-médicos de la construcción de los «riesgos
profesionales’>18. Entre los numerosos elementos que generan un debilita-
miento de las estrategias individuales y colectivas de construcción de lasalud
se puede citar la pérdida de capacidad de resistencia colectiva e individual,
el menor dominio de los saberes obreros debidoa una mayor rotación de la
fuerza de trabajo, las dificultades de cooperación debidas a la escasa integra-
ción de categorías de trabajadores «externos» o «temporales» en el colectivo
de trabajo de unaempresa, la infravaloración personal, el sufrimiento psí-
quico, la escasez de recursos económicos, etcétera. Un estudio francesrecien-
temente publicado’9 muestra una situación paradójica: cuando más aparece
la relación entre una situación social precaria y la asunción de riesgos es cuan-
do las mismas victimas más insisten en su responsabilidad individual y su
culpa.
20) El conjunto de transformaciones mencionadas es inseparable del
desarrollo de un desempleo masivo. Este desempleo, cuya reducción se pre-
senta como el objetivo perseguido por las reformas, constituye, de hecho, la
condición de éstas, ya que integra uno de los fenómenos fundamentales en
las relaciones de fuerza que explican la transición de una fase de ampliación
de los derechos de los trabajadores (en su mayoría en el período 1945-1980)
a un período de subordinación creciente de los mismos a la obtención de
beneficios.
30) La precariedad afecta a hombres y mujeres de modo diferente. En
diversos aspectos, los mecanismos de aumento de, la precariedad acentúan
18 Los riesgos profesionales aislan una serle de elementos como factores intrínsecos de noci-
vidad (higiene industrial> o de peligrosidad (seguridad). Dichos elementos causan daños deter-
minados (el mido causa la sordera, un agente químico determinado causa una enfermedad par-
¡icalar, un equipo de trabajo no seguro causa accidentes, etc...) en un modelo inspirado por la
medicina del siglo pasado en el descubrimiento de la relación entre enfermedades epidémicas y
agentes causales (el bacilo de Koch causa la tuberculosis, por ej.). No es casual que una de la fuen-
tes principales de construcción de la higiene industrial (y de la medicina del trabajo) ha sido lla-
mada «epidemiología» para dar un estatuto científico a la investigación de las relaciones entre
exposiciones profesionales y enfermedades aún cuando la mayor parte de las enfermedades inves-
tigadas no son «transmisibles» sino que tienen un carácter de regularidad por las relaciones socia-
les y las condiciones de trabajo. Me parece inútil subrayai- que la determinación médico-técnica, en
una primera etapajurídica, en una segunda etapa, de los riesgos profesionales reconocidos refle-
ja sesgos sociales importantes (pocas son las enfermedades reconocidas de las trabajadoras en
relación con los trabajadores, etc...).
iO Ver Thébaud et alii (1995),
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las discriminaciones en contra de estas últimas. No voy a entrar a detallar esta
cuestión. Querría, sin embargo, subrayar hasta qué punto laprecariedad cre-
ciente vuelve ineficaces el conjunto de instrumentos jurídicos que están lla-
mados a combatir la discriminación hacia las mujeres.
Es sorprendente,por lo demás, la pobreza de los análisisjurídicos que no
toman en consideración esta interacción20. Las dos fuentes principales de dis-
criminación salarial son la multiplicidad de formas de contrato (con una
mayor concentración de mujeres en los contratos más precarios, si excep-
tuamos el trabajo interino que afecta sobre todo a los jóvenes) y los sistemas
de clasificación y cualificación definidos por los convenios colectivos. Ahora
bien, sobre este último punto, veremos que se produce un desplazamiento
de las fuentes de producción normativa que responde al principio de subsi-
diariedad, tal como es reivindicado porlapatronal. de normas públicas y cen-
tralizadas hacia normas paritai-ias y descentralizadas, de éstas hacia la ficción
del intercambio contractual de voluntades o hacia la simple expresión de la
voluntad unilateral del empresano.
40) Con excepción del Reino Unido, los fenómenos de precarización afec-
tan relativamente poco a los derechos colectivos y en particular a los relati-
vos a la organización sindical y a la representación de los trabajadores. Asis-
timos más bien a una estrategia que ha esquivado el tema de larepresenta-
ción institucional y no ha buscado el enfrentamiento en ese campo.
4. El movimiento dejuridizadónde la precariedad
A. Legalidad e igualdad: el mito de un tratamientojurídico igualitario
de situaciones sociales <«ferentes
El movimiento de juridización de la precariedad se desenvuelve siguiendo
dos grandes líneas. Por una parte se observa la legalización de situaciones
antes no admitidas.
En general, se trata de aprobar y enmarcar prácticasno hace muchotiem-
po ilegales: no obligatoriedad del pago de cotizaciones sociales para los
empleosmás precarios en numerosos países; renovación de los contratos de
duración determinada; liberalización del trabajo eventual o de la disposición
de mano de obra; desmantelamiento del monopolio de colocación de los
organismos públicos en algunos países (Italia, España). El razonamiento es:
20 Blauplain (1993) constituye un ejemplo casi caricaturesco de esta tendencia a tratar el (lere-
cho del contrato de trabajo sin entrarjamás en sus relaciones con el derecho en materia de dis-
criminación mientras que, incluso a nivel del derecho comunitario, lajurisp¡-udencia del Tribunal
dejusticia no cesa de ofrecer ejemplos que muestran la fuerte interacción existente entre estos
dos ámbitos.
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puesto que existen, mejor darles un marco legal que al menos garantizará
algunos derechos elementales para los trabajadores.
Paralelamente se observa una relativa igualación, una aproximación —con
muchos límites— de las condiciones de los innumerables estatus atípicos al
empleo típico. En el ámbito de la salud en el trabajo, el movimiento se ha
desarrollado de manera muy desigual. A primera vista, podríamos darnos
por satisfechos con la aparente simetría de la política seguida: el derecho
laboral se enriquecería al perder su obsesiva preferencia por los contratos
indefinidos y aportada nuevas garantías a las demás figuras jurídico-labora-
les. En lapráctica, las cosas ocurren de modo muy distinto. Los mecanismos
jurídicos y sociales que garantizan algunos derechos en el caso de los con-
tratos típicos, pierden su eficacia en un contexto donde existe una presión
permanente de las formas más precarias (y más explotadas) sobre aquellas
que lo son menos.
Es esto lo que suena más falso en los discursos de apología de la flexibi-
lidad: lejos de cumplir los objetivos proclamados (reducción del paro, con-
ciliación entre las aspiraciones individuales y el mantenimiento de los dere-
chos sociales colectivos), ésta desemboca en muchas situaciones de no ejer-
cicio de los derechos por demás reconocidos. En algunos casos se puede
hallar la razón en la falta de adecuación de los mecanismos existentes a la
situación real de las personas afectadas (esto se ilustra, por ejemplo, consi-
derando la reglamentación francesa relativa a la supervisión médica de los
trabajadores eventuales). En otros casos, la explicación depende más del
deterioro de la relación de fuerzas que lleva consigo una renuncia —¡volun-
tana claro está!— a los derechos (es lo que demuestran con una violencia
especial los trabajadores de las subcontratas de las centrales nucleares fran-
cesas, que «renuncian» a las garantías en materia de salud que les ofrece
una revisión para controlar sus niveles de exposición a las radiaciones ioni-
zantes21).
B. Desregulación, desplazamiento de las nonnasy transformación & lajerarquía
de lasfuentes
El análisis del aumento de la precariedad en materia de derechos sería
incompleto si nos limitásemos a constatar los cambios en los diferentes
instrumentosjurídicos existentes (Código del trabajo~ Conjunto de con-
venios colectivos, etc.) La precariedad en los derechos de los trabajadores
se halla igualmente vinculada a un movimiento de desplazamiento de las
normas.
21 En los últimos años, el impacto sobre la salud de la subcontratación en las centrales nucle-
ares en Francia ha sido estudiado sistemáticamente. Ver: Lallier (1995), Thébaud-Mony (1995),
Doniol-Shawet alii (1995) yDoniol-Shaw (1995)
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a) reglamentación estatal, convenioscolectivos, acuerdos de empresa, autoridad
patronal
Se trata sin duda de una de las transformaciones más importantes a las
que asistimos en elderecho del trabajo. Este último se constituyó alrededor de
una base de derecho público, generalmente combinado con sanciones pena-
les cuya efectividad reposaba sobre sistemas de inspección. En lajerarquia de
las fuentes, las normas que emanaban de actores no estatales eran general-
mente reconocidas y sancionadas (con grandes variantes según los países)
con la condición de que mejorasen los dispositivos legislativos y reglamenta-
nos.
Unajerarquia tal de fuentes descansaba en una experiencia más que secu-
lar del movimiento obrero, que ponía de manifiesto que:
10) una excesiva diversidad en las solucionesjurídicas adoptadas no podía
hacer más que debilitar la solidaridad entre los trabajadores (de ahí la prefe-
rencia por soluciones colectivas lo más globales posibles);
2 0) las normas de origen público tenían una mayor estabilidad en rela-
ción con las variaciones de la coyuntura economíca.
Pero estos argumentos de eficacia se sitúan en un marco más amplio, refe-
rido a las transformaciones de la democracia por el movimiento obrero.
Desde hace siglo y medio, el movimiento obrero ha luchado para sacar al tra-
bajo del ámbito privado, para desembarazarle de la carga de la economía
(recordemos su sentido etimológico: las reglas que afectan al oikos, al hogar)
y para inscribirlo en los debates de la ciudadanía, en la política22.En el campo del horario de trabajo es donde se ha abierto la brecha más
importante en cuanto al funcionamiento habittíal de lajerarquía de las nor-
mas. Tanto acuerdos de empresa como convenios colectivos que derogan nor-
mas públicas de forma desfavorable para los trabajadores han pasado a ocu-
par un lugar significativo en la producción normativa.
La descentralización de las relaciones industriales a la que asistimos bajo
diversas formas en la mayoría de los países de la Unión Europea, amplía las
desigualdades entre sectores fuertes y débiles que resultan del funciona-
miento del mercado. Lejos de ajustarse mejor a las realidades laborales, intro-
ducen importantes diferencias ligadas a la subcontratación. Así, en el sector
nuclear, no es raro encontrar en un mismo emplazamiento trabajadores que
dependen de gran número de convenios colectivos diferentes23. Se observa
22 Para más información ver VogelJ. inTelo (1994, pp. 195-209).
23 Se encuentra un ejemplo de ello en el periódico «Le lien» (publicado en Chinon, France,
por la CGT), rarísimo caso de periódico sindical de empresa dirigido a los trahajadores de empre-
sas subcontratadas en una central nuclear.tn el mismo sitio la multiplicación de los niveles de
subcontratación ha llevado a la aplicación de 46 convenios colectivos con importantes diferen-
cias salariales y en las condiciones de trabajo.
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el mismo fenómeno en el sector del automóvil en el que la voluntad de rea-
lizar fuera algunas tareas conduce a una diferenciación notoria entre los tra-
bajadores vinculados al convenio de la metalurgia y las otras categorías. En
algunos casos, los grandes grupos del automóvil toman por sí mismos la ini-
ciativa de desligar a una parte de los trabajadores de la empresa principal y
formar empresas unidas a sectores más débiles (como las trabajadoras de la
guarnicionería suscritas al convenio textil a partir de que el grupo Volkswa-
gen decidiera «finalizar» dicha actividad en Bélgica).
Pero sobre todo, este movimiento de descentralización es inseparable del
desarrollo de lo que en inglés se llama «concessions bargaining’>, es decir, la
negociación de acuerdos de no aplicación por los que se suprimen cláusulas
ventajosas de convenios de sector. Este fenómeno ha sido estudiado en Bél-
gica, donde conoció un rápido desarrollo entre 1990 y 199324. Negociados
en un clima de chantaje con respecto al empleo, los acuerdos de empresa
establecen importantes excepciones relativas a la remuneración y al horario
de trabajo. En algunos casos, los acuerdos disponen la no aplicación de nor-
mas legales relativas al mantenimiento de derechos de los trabajadores en
caso de nueva comprade la empresa.
La alteración de las reglas relativas a lajerarquía de fuentes normativas
sejustifica casi siempre por una especie de situación de urgencia. El estudio
del lenguaje de los acuerdos negociados puede ser muy revelador: abunda
en connotaciones militares caras a la ideología de la competitividad. Citaré a
título de ejemplo el siguiente extracto de un preámbulo de acuerdo firmado
en una gran fabrica del sector del automóvil en Bélgica:
«La indusiria japonesa se ha fijado claramente la meta de conquistar; mediante
una aproximación global agresiva, ciertas industrias que se han desarrollado en occi-
dente (Estados Unidos, Europa) y que se caracterizan por un trabajo intensivo <½)La
formación de la Europa de 1992 va a tener como consecuencia elhecho de que la indus-
triajaponesa va a acelerar la puesta en marcha defábricas en Europa. La lucha por
el reparto del mercado europeo será probablemente más dura. La supervivencia de Gene-
ral Motors Continental en esta lucha depende en granparte de la manera en que cada
organización y cada individuo relacionados con la empresa trabajen de modo intensivo
juntospara combatir la industria automovilisticajaponesa en supropio terreno. Los
sindicatos que representan a los trabajadores de General Motors Continental se han
comprometido a apoyar a la empresa en esta lucha mediante una cooperación intensiva
entre la dirección y los sindicatos”25A la larga, ladescentralización de la negociación colectiva amenaza con
24 Ver de Roster (1994). El autor estudió los convenios colectivos en el contexto de transmi-
sión o reestructuración de empresas. No destaca ningún caso sobre 52 convenios estudiados en
1990, uno en 1991, dos casos sobre 137 convenios en l992y doce sobre 122 en la primera mitad
de 1993.
25 Citado por Houben (1990, p. 184).
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desequilibrar profhndamente la producción normativa del derecho del tra-
bajo, en la medida en que se apunta a reforzar las tendencias a cerrar la
empresa, volviéndola un espacio impermeable a las normas públicas, y a legi-
timarla como instancia colectiva reglamentadoraque puede mantener a raya
los derechos subjetivos individuales. Si la tensión entre derechos colectivos e
individuales ha estado siempre presente en el derecho laboral, el carácter de
orden público de una base de normas fundamentales permitía limitar los ries-
gos de derrapaje hacia un paritarismo en estado puro.
Un ejemplo revelador sacado de la práctica italiana me permitirá ilustrar
mi proposíto.
En la empresa Zanussi, un acuerdo firmado con vistas a promover la fle-
xibilidad y la disminución del volumen de empleo en algunos estableci-
mientos, dispone que los trabajadores deberán, en algunos casos, ir a traba-
jar a lugares alejados. Esta medida abre para ellos un «derecho» especial-
mente original: en caso de reanudación de la actividad de la empresa y de
contratacion, se acuerda una prioridad paraque se contraten personas entre
los miembros de sus familias.
Que existan importantes lazos entre la economía de mercado y la orga-
nizaciónde la familia no es ciertamente una novedad y es difícil imaginar las
relaciones del trabajo asalariado tal como se han desarrollado en el sistema
capitalista sin tener en cuenta las relaciones patriarcales.
Acordar una prioridad para la contratación de los miembros de la fami-
lia de un trabajador no constituye una novedad en la práctica de empresas.
Por el contrario, lo que parece nuevo es que la legitimación de una práctica
de este calibre se considere contrapartida suficiente para suprimir la garan-
tía de los derechos individuales.
Asistimos paralelamente a un desarrollo significativo de los campos
cubiertos tanto por normas dictadas de manera unilateral porel empresario
(de las cuales los reglamentos de empresa son laexpresión que ofrece mayo-
res garantíasjurídicas) como por el contrato de trabajo.
La directiva comunitaria relativaa laordenación del tiempo de trabajo26ilustra bien la alteración de lajerarquía de las normas. Si hay una materia que
desde el siglo XIX ha sido objeto de regulación en los diferentes estados euro-
peos, esta es el tiempo de trabajo. La directiva establece en su artículo 6 una
duración máxima semanal de 48 horas de trabajo, incluidas las horas extra-
ordinarias, que debe ser asegurada porvía legislativa, reglamentaria, admi-
nistrativa o a través de convenios colectivos. El artículo 17 contempla una serie
de excepciones, pero todas ellas deben ser dictadas en el mismo nivel nor-
mativo. Por el contrario el artículo 18 introduce una importante brecha en
26 Directiva 93/104 del 23 de Noviembre relativaa determinados aspectos de la ordenación
del tiempo de trabalo, DOCE, n» L307 de 13 de Diciembre de 1993, Pp. 18-24. Paraun comenta-
rio crítico, ver Supior (l99s)
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este dispositivo (que no ofrecía sin embargo más que una protección parcial
a los trabajadores en relación a las reglamentaciones existentes) disponien-
do que los estados miembros tienen la facultad de no aplicar el artículo 6 (el
máximo de cuarenta y ocho horas semanales) con la condición, entre otras,
de que las medidasadoptadas cuenten con el consentimiento del trabajador
para sobrepasar el límite de cuarenta y ocho horas y de que los registros de
todos los trabajadores que excedan de este límite sepongan a disposición de
las autoridades competentes.
b) Las presiones laterales ejercidas sobre el derecho laboral: derecho civil, derecho
de libre competencia, necesidad económica
La historia del derecho del trabajo es también lahistoria de una herejía
que ha elevado a normas de derechopositivo delitos tales como la asociación
o la huelga, ha creado nuevos actoresjurídicos (que estuvieron en la calle y
en las prisiones antes de figurar en los códigos) y ha generado contrapesos
más o menos eficaces a la ficción civilista del libre compromiso entre partes
desiguales27. La autonomíadel derecho laboral —en particular con respecto alderecho civil— ha constituido siempre una baza central en el esfuerzo del
movimiento obrero por sustraer la construcciónjurídica de la relación laboral
al simple intercambio de bienes. En la construcción del derecho comunita-
río, esta autonomía se ha vuelto en extremo frá~il por la constante referen-
cia al mercado y a las reglas económicas. Si el do le problema que se plantea
reviste una agudeza mucho mayor que en los derechos internos de los esta-
dos miembros, no creo que los riesgos fundamentales sean diferentes según
que se examine el derecho comunítario o los derechos nacionales28. El pri-
mer problema se plantea por la interacción de las diferentes regulaciones.
Hasta qué punto no hay otras reglas (derecho de competencia, derecho de
libre circulación de mercancías y servicios, etc.) que amenazan con desesta-
bilizar el derecho laboral. El segundo problema afecta a los factores de legi-
timacion.
Acerca del primer punto me limitaré aquí a dar un ejemplo sacado de la
jurisprudencia del Tribunal de justicia de las Comunidades Europeas (TJCE).
Un ejercicio análogo podría proponerse basándose en un examen de lasjuris-
prudencias nacionales.
La sentencia Petra Kirsamer-Hack contra Nurhan Sidal29 se refiere a la
ley alemana de 25 de Agosto de 1969 sobre la protección contra el despido
27 Paramas información ver Hepple (1986) y Supiot (1994).
28 Podríamos citarel desarrollo relativo aindemnizaciones paravaciar de contenido del dere-
cho de huelga, en lajurisprudencia belga, (en las que se invoca la responsabilidad civil de los
huelguistas en razón del daño económico causado ala empresa o alos rompebuelgas).
‘29 Sentencia de 30 de Noviembre de 1993, Rec. 1993,1, Pp. 6185-6225.
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improcedente, que permite a los tribunales sociales verificar las razones con-
cretas de un despido individual. Esta ley no es aplicable a las empresas que
cuenten con un número de trabajadores no superior a cinco y desde 1985
(¡bajo la influencia de una «ley para la promoción del empleo» 1), los traba-
jadores cuyo horario laboral no exceda de diez horas por semanao de cua-
renta y cinco mensuales no deben ser considerados a lahora de aplicar este
principio. El órgano jurisdiccional alemán apelado por la Sra. Kirsammer-
Hack sometió al Tribunal dejusticia de las Comunidades Europeas una cues-
tión prejudicial para verificar la conformidad de la ley alemana con el Dere-
cho Comunitario. La cuestión prejudicial versa sobre dos aspectos: el prime-
ro afecta a la hipótesis según la cual la ley alemana constituiría una ayuda
indirecta a las empresas y podría violar las disposiciones comunitarias del
derecho a la competencia; el segundo atañe a la discriminación indirecta que
dicha ley podría representar con respecto a las trabajadoras. Las estadísticas
aportadas en el curso del procedimiento indican que en las empresas de 5 a
9 trabajadores (que son las más susceptibles de encontrarse bajo el mínimo
de 5 trabajadores a~licando la norma de no considerar a los trabajadores
cuyo horario de tra ajo no exceda de diez horas) se cuentan aproximada-
mente el mismo número de hombres y de mujeres (un 49,5% de hombres
frente a un 50,5 de mujeres) pero las mujeres son tres veces más numerosas
entre las trabajadoras a tiempo parcial (627.000 mujeres por cada 182.000
hombres). Esto hace pensar que las empresas que están pordebajo del lími-
te de cinco trabajadores serán muy a menudo empresas que ocupan a mas
mujeres que hombres a tiempo parcial. La sentencia del Tribunal de Justicia
señala que los datos estadísticos aportados durante el procedimiento no per-
miten establecer de manera probada que haya una discriminación indirecta
con relación a las mujeres. Esta tarea se remitirá, pues, a los órganosjuris-
diccionales nacionales. Pero, sobre todo, el Tribunal estima que, no podría
ser considerada automáticamente como una discriminación porque podría
ser justificada «por razones objetivas y ajenas al sexo de los trabajadores». El
Tribunal precisa que «Como ha hecho valer ajusto titulo el gobierno alemán y la
Comisión, una legislación de esta indole se inscribe en un conjunto de medidas dirigi-
das a aligerar las obligaciones que pesan sobre las pequeñas empresas, las cuales jue-
gan un papel esencial en el desarrollo económico y en la creación de empleo en el senode
la Comunidad. A este respecto, hay que destacar que teniendo en cuenta que las direc-
tivas adaptadas en materia de salud y seguridad de los trabajadores evitan imponer
obligaciones administrativas financieras yjurídicas que pudieran contrariar la crea-
ción y desarrollo de las pequeñas y medianas empresas, el articulo 1184, introducido
por elActa Unica en el capitulo dedicado a las disposiciones sociales en el seno del tra-
tado CEE, indica que estas empresas pueden ser objeto de medidas económicas parti-
culares». El fallo fue particularmente explícito al considerar que, incluso si la
legislación alemana tuviera como consecuencia la de afectar a un número
de trabajadoras mayor que de trabajadores, este se podríajustificar «por razo-
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nes objetivas y ajenas al sexo de los mismos tanto más cuanto que se dirige a
aliviar a las pequeñas empresas de las obligaciones que pesan sobre ellas’30.Podemos ver aquí como se introduce un argumento de naturaleza eco-
nómica en el interior mismo de un fallo en derecho laboral de tal manera
que se subordina un derecho fundamental al objetivo de rentabilidad31. Seña-
lamos que la referencia al artículo 11 8A es reveladora. Este artículo no afecta
a la igualdad de oportunidades y se habría podido esperar que, en la medi-
da en que se trata de la inaplicación de un derecho fundamental,una excep-
ción e ería ser interpretada de forma restrictiva32. El Tribunal desistió
de sus métodos habituales de interpretación para establecer un principio de
valor general sobre lamanera de interpretar el derecho laboral comunitario,
al margen de los textos.
Esta sentencia resulta reveladora de una de las ambigúedadesesenciales
‘~ Este tipo de argumentación se ha hecho sistemático cuando la fluente de la discriminación
se encontraba en una política del Estado yen particular, en las políticas relativas a las prestaciones
sociales. El Tribunal de justicia justifica a menudo las medidas que mantienen o introducen dis-
criminaciones indirectas (es decir que no mencionan el sexo como factor explícito de diferen-
ciacion) con el argumento que un objetivo legitimo de política social (o económica) basta para
quitarle el carácter discriminatorio a una medida que afecta negativamente mucho más a las muje-
res que a los hombres. Con esa argumentación se pasa de un criterio objetivo de la discrimina-
ción (cuál es el porcentaje de mujeres afectadas por la reducción de sus derechos en compara-
clon con eí porcentaje de hombres) a un criterio de intenciones. El problema es que el merca-
do, como la mayor parte de las políticas «públicas» (determinadas por una mayoría aplastante de
hombres), no necesitan intenciones discriminatorias alguna para producir y reproducir las dis-
criminaciones. (Entre muchas sentencias, ver Comisión c/ Reino de Bélgica del 27 de Mayo de
1991).
~ A nivel nacional se multiplican los ejemplos de subordinación de derechos retóricamente
reconocidos como fundamentales a consideraciones de índole económica. Por ejemplo, la nueva
ley británica sobre la no discriminación de las personas minusv>iiidas decreta una serie de reglas de
no discriminación (sobre el accesso al empleo, las condiciones de trabajo, los despidos, etc...)
pero deja fuera de su campo de aplicación las empresas de menos de 20 trabajadores. Si un dere-
cho es reconocido como flundanental no se ve con qué argumento se podría consentir a una cate-
goría de empresarios de no respetarlos. (Ver Disability DiscriminationAct 1995).
32 Con ocasión de las negociaciones del tratado de Maastricht, el proyecto de reestructura-
ción del capítulo social del Tratado, establecía que la cláusula a favor de las pequeñas y media-
nas empresas sería ampliada en el conjunto de directivas adoptadas por la mayoría cualificada en
materia social. La oposición británica hizo imposible la revisión del capítulo social y el texto pre-
parado para la Conferencia Intergubernamental fue objeto finalmente de un protocolo entre
once estados miembros (que se aplica igualmente a los tres nuevos miembros tras su adhesión a la
Comunidad). Este montaje desembocó en una incoherenciajurídica cuyo alcance total es dificil
(le apreciar. Existen, efectivamente, importantes contradicciones en materia social, entre el texto
del protocolo y el texto del Tratado y no se dispuso ninguna regla para resolver los conflictos de
derecho que de ello resultarian. En lo que afecta de modo más particular a la cláusula relativa a la
promoción de las pequenas y medianas empresas, ésta contiene una declaración de los once Esta-
dos miembros que indica su voluntad de no discriminar de forma injustificada a causa de las cir-
cunstancias, a los trabajadores de estas empresas, pero esta declaración no aborda más que los
aspectos relativos a la salud y a la seguridad y excluye, entre otros, el problema de la igualdad de
oportunidades.
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de toda la construcción jurídica comunitaria: ésta se edificó progresivamente
alrededor de un Tratado cuyo objetivo principal era establecer un mercado
común. Este Tratado, modificado en varias ocasiones, se convirtió en un cuer-
po suigeneris de derecho constitucional de una entidad política en formación
que no llegó nunca a reequilibrarse dictando unajerarquía de normas que
protegieran de modo prioritario los derechos fundamentales. La referencia
casi omnipresente al funcionamiento del mercado pesa como un fardo sobre
lajurisprudencia delTribunal deJusticia comunitarioy ¡imita de forma con-
siderable la protección que éste otorga a los derechos fundamentales y socia-
les en particular, desde el momento en que chocan con consideraciones de
política económicao con normas funcionales jurídicas para el desarrollo del
mercado comun.
A esta intromisión de reglas de origenes diversos en el terreno del dere-
cho del trabajo corresponde un desplazamiento de los factores de legitima-
ción. La evolución de los debates comunitarios es muy reveladora a este res-
pecto. Durante la negociación delActa Unica Europea, la elaboración del
artículo 118A (que constituyó la base jurídica del conjunto de directivas
comunitarias en el ámbito de las condiciones de trabajo) desembocé en la
adopción de una cláusula de protección para las pequeñas y medianas empre-
sas, cuya inserciónen el capitulo social delTratado no puede menos que sor-
prender33. El estatuto de esta cláusula es relativamente impreciso. ¿Se tratade una simple llamada a un principio político? ¿o tiene un carácterjurídico
susceptible de ser sancionado por el Tribunal de Justicia de las Comunidades
Europeas? Al principio parecía prevalecer la primera hipótesis. Pero varios
datos indican que existenfuertes presiones paraque esta cláusula se convierta
en un elemento de control de la legalidad de las directivas con el mismo
rango que el control delprincipio de proporcionalidad. Esta es ciertamente la
posición del Reino Unido que interpuso un recurso contra la directiva sobre
el tiempo de trabajo. Pero esta es también la tendencia que se afirmó con
fuerza en la negociación del Tratado de Maastricht.
El informe del grupo Molitor dedicado a la «simplificación legislativa y
administrativa»34 es muy significativo a este respecto. El grupo Molitor fue
creado por la Comisión de las Comunidades Europeas para expresar una opi-
nion sobre una mejor adecuación del derecho comunitario a las necesidades
de «la competitividad y el empleo» y examinó especialmente el derecho labo-
~ La incongruencia de una cláusula que convierte la categoría muy imprecisa de las pymnes
en una especie de sujerojurídico queda ilustrada, por ejemplo, en la nueva ley británica sobre
personas minusválidas
(DisabilityDiscriminationAct, 1995). Dicha ley prevee sanciones en caso de discriminación
(en el empleo o en las condiciones de trabajo) que afecte a personas minusválidas pero subordi-
na el ejercicio de los derechos al tamaño de la empresa: no existe ninguna protección para las
personas minusválidas en empresas de menos de veinte trabajadores.
~ Ver Vogel (1995).
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ral comunitario dedicándole una atención particular al capitulo de Ja salud
en el trabajo. Lo que me parece importante es la afirmación de que la ins-
tancia principal de legitimación de una normajuridica sea su eficacia eco-
nómica y que toda regla deba ser objeto de un análisis acerca de los costes y
los beneficios para demostrar su buena repercusión sobre el curso de laeco-
nomía. Además del hecho de que los modelos de análisis de costes y benefi-
cios efectuados destacan a menudo exageraciones, la objeción más impor-
tante que se debe formular se encuentra en la irreductibilidad de las elec-
ciones sociales y políticas a nociones de eficacia económica (que entre los
adeptos a la competitividad, tiende a ser identificada, claramente, con los
beneficios empresariales). Es probable que la igualdad entre hombres y muje-
res represente un coste considerable parael funcionamiento espontáneo del
mercado, lo que constituye una relación social fundada, entre otras cosas, en
la opresión de las mujeres. Es muy posible que el derecho a la salud en el tra-
bajo tenga un coste alto para algunos tipos de empresas, coste a veces supe-
rior al estimado para las vidas humanasque resultan salvaguardadas35. Es pre-
cisamente el rechazo a hacer depender las condiciones de trabajo del curso
espontáneo de la economía (ylas relacionessociales que ésta implica) lo que
constituye el origen del derecho laboral. Si se aceptara su subordinación a
los cálculos económicos, perdería toda su coherencia.
El informe del grupo Molitor no era más que un documento consultivo
de un grupo de expertos pero es de temer que los sistemas de evaluación cos-
tes-beneficios se transformen progresivamente en una etapa obligatoria en
el proceso de decisión sobre la que podría tratar un controljudicial. El len-
guaje de los textos adoptados en el curso de estos últimos años se inclina en
este sentido.
5. La relación salud-trabajo tal como es contemplada por el derecho
laboral: las posibles mejoras
No trataré aquí de la historia y las características del derecho relativo a la
salud en el trabajo. Quisiera simplemente subrayar que la precarización ha
puesto en evidencia carencias importantes en los sistemas de prevención exis-
tentes. Los dispositivosjurídicos se han construido otorgando preferencia a
un enfoque médico-técnico que en gran medida ignora los determinantes
sociales, y que han tenido como referencia principal a empresas de cierta
envergadura que contaban con mano de obra estable. A menudo, las obliga-
ciones formuladas están ligadas al contrato de trabajo (o a situacionesjurídi-
cas que se le han asimilado poco a poco) establecido entre un empresario y
~ Así en los modelos de análisis costes-beneficios utilizados por las autoridades públicas bri-
únicas, la vida humana tiene un valor de 200.000.-libras (1986). Ver: Lunde-Jensen (1989, pii2).
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un trabajador Todos los datos disponibles nos permiten pensar que fuera de
este marco de referencia -o en sus márgenes es donde se producen actual-
mente los mayores perjuicios para la salud. Ciertamente, al formular estas
propuestas me doy cuenta del limitado alcance de las mismas. La presión ejer-
cidapor el paro de masas y el deterioro en la relación de fuerzas en favor del
empresario son factores que pesan como una losa y no bastará la sola defini-
ción de un marcojurídico mejor para paliarlos.
Pero los limites relativos a la eficacia de todo marcojurídico de salud labo-
ral no provienen únicay exclusivamente de sus condiciones concretas de apli-
cación. Se inscriben también en la relación salud-trabajo. El campo de la salud
es mucho más vasto que el de la prevención (cualquiera que sea la definición
de ésta). Las estrategias de construcción de la salud hacen referencia al con-
junto de factores puestos en marcha por la actividad laboral: factores mate-
riales e inmateriales, individuales y colectivos. Para ser eficaz, la prevención
debe delimitar un cierto número de circunstancias precisas sobre las que
interviene. Una cosa es luchar por que la prevención no responda a una
visión puramente bio-médica y técnica de la relación salud-trabajo y otra es
creer que sería posible transformar el conjunto de determinantes sociales
existentes por el camino de la prevención (creo que esto constituiría por lo
demas una utopia negativa: la de una primacía de las estrategias de cons-
trucción de la salud sobre el conjunto de las relacionessociales>.
Una vez subrayados estos limites, pretendo formular algunas propuestas
relativas a las posibles transformaciones del derecho de lasalud en el traba-
jo
A. Extensión de la obligación patronal
Comenzaré tomando como base un caso reciente, sacado de la práctica
judicial en Francia. Como consecuencia de un accidente mortal en la cons-
trucción, se incoaron diligencias penales. El informe de la inspección de tra-
bajo puso de manifiesto varias infracciones. En particular, la de que la demo-
lición de un inmueble industrial se había hecho sin instalar los dispositivos
de seguridad adecuados (una red en este caso). El empresario fue condena-
do. Figuraba en el informe que el citado era a su vez un antiguo obrero de
una empresa mucho más importante. Esta le convenció para que se estable-
ciese por su cuenta con el fin de confiarle la subcontratación de algunas
obras. El contrato firmado con su antiguo patrón (al que no le unía más que
una relación comercial entre empresas) especificaba claramente que se debe-
rían adoptar todas las medidas de seguridad necesarias, pero el importe eco-
nómico del contrato se calculó a un nivel tan bajo que hacía imposible inclu-
so la colocación de una red. Basándonos en las leyes en vigor, la responsabi-
lidad penal del ex-empresario convertido en contratante no pudo compro-
meterse.
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Parece importante definir de manera más amplia la obligación del empre-
sario respecto a la seguridad de tal manera que dé cobertura al conjunto de
trabajadores (asalariados o independientes) que concurran al fin producti-
yo de la empresa. Unaampliación de este tipo debería cubrir los dos aspec-
tos de la obligación de seguridad: la obligación del resultado (con sus impli-
caciones en materia de responsabilidad civil) y la obligación de los medios,
en particular la de los diferentes dispositivos que hay que poner en marcha
con vistas a una organización adecuadade la prevención (procedimientos de
evaluación de los riesgos, representación de los trabajadores, intervención
de los servicios de prevención, información y formación, plan de seguridad
conjunto entre diferentes empresarios, etcétera).
En lo relativo a la definición de los destinatarios de la obligación patro-
nal de seguridad, el derecho británico abrió el camino hacia una definición
más amplia de la responsabilidad patronal. La legislación británica combina
la obligación del empresario con respecto a sus trabajadores con la obliga-
ción de que cada cual ejerza el control de una instalación de producción con
respecto a terceros, ya se trate de quienes utilicen estas instalaciones como
lugar de trabajo, de visitantes o de personas que vivan en las proximidades
de los centros laborales. Lajurisprudencia británica en este terreno es muy
abundante y esto permite pensar que corresponde más a la realidad de la
organización del trabajo que a lajurisprudencia del país o al derecho a la
salud en el trabajo que se funda exclusivamente en la relación empresario-
trabajador36.Las directivas europeas han dado igualmente algunos pasos en este sen-
tido,pero de manera muy parcialy sin llegar a plantear todo lo que está en
jueg&7.Ladirectiva-marco~blece que en caso de actividad conjunta de
varias empresas en un mismo lugar de trabajo «los empresariosdeberán coo-
perar en la aplicación de las disposiciones relativas a la seguridad, la higiene y
la salud así como, habida cuenta lanaturaleza de las actividades, coordinar-
36 Entre otros factores que contribuyen a esta situación se podría mencionar el papel casi ine-
xistente de la seguridad social británica en la organización de la prevención, el hecho de que la ins-
pección de trabajo se centre en la salud y la seguridad y no intervenga en el marco de las relacio-
nes industriales. Todo esto contribuye ciertamente a la especificidad del derecho británico.
~ La insuficiencia de las directivas comunitarias sobre este punto afecta a dos factores. Uno
de ellosjurídico, se encuentra en la interpretación dominante (ya mi parecer errónea) del artí-
culo 1 18A la cual pretende que éste no intervenga en las relaciones entre empresarios y trabaja-
dores y, en realidad, este mismo artículo no tiene como fin armonizar las normasjurídicas sobre
la responsabilidad civil y penal. El otro factor proviene de la contradicción entre lo que aparece
como necesario en materia de condiciones de trabajo y la voluntad política de la Unión Europea
de crear un «entorno favorable» a las empresas que obliga a una promoción sistemática de la sub-
contratación.
~ Directiva de 12 de Junio de 1989, relativa a la aplicación de las medidas para promover la
mejora de la seguridad y de la salud de los trabajadores en el trabajo, DOCE, 1989, n0 L-183 de
29 de Junio de 1989.
264 Laurent Vogel
las con vistas a la protección y prevención de riesgos profesionales, informarse
mutuamente de dichos riesgos e informar a sus trabajadores respectivos y/o a
sus representantes» (art. 6.4). Esta disposición resulta bastante vaga y seria
deseable que se concretase al trasponer la directiva.
Disposiciones más concretas aparecen en la directivasobre obras de cons-
trucción temporales o móviles39. En ella se establece la designación de coor-dinadores de seguridad, la adopción de un plan de seguridad, así como, en
obras de cierta importancia, el aviso previo al comienzo de las mismas a las
autoridades públicas. La directiva detalla las tareas de los coordinadores tanto
en el momento de la elaboración del proyecto, como durante la realización
del trabajo. Introduce algunas innovaciones en relación a otras directivas
comunitarias, incluyendo en su campo de aplicación a los trabajadores autó-
nomos y contempla una coordinación adecuada de los mecanismos de con-
sulta y participación de los trabajadores «cada vez que ello sea necesario,
teniendo en cuenta el nivel de riesgos y la importancia del centro de traba-
jo» (art. 12).
B. Importancia de los lazos con la sanidadpública
Los lazos entre la salud en el trabajo y la sanidad pública son muy débiles
en la mayor parte de los países de la Comunidad Europea. Si se afirmaron
con fuerza en las reformas italianas de los años setenta, los dispositivos de pre-
vención puestos en marcha por parte de la sanidad pública, no han produci-
do los resultados esperados. Es particularmente importante una reactivación
de la cooperación entre los organismos de sanidad pública y de salud labo-
ral si se tiene en cuenta la interacción entre el deterioro sobre la salud oca-
sionado por el trabajo y los daños motivados por el desempleo. Una parte
importante de la población y, en particular, los trabajadoressometidos a con-
diciones laborales precarias sufren la combinación de los impactos negativos
producidos por las malas condiciones de trabajo y por el paro. Los actuales
mecanismos de salud laboral no permiten darse cuenta de esto y menos toda-
via interveniren esta situación (de ahí el dilemavivido por numerosos médi-
cos de empresa franceses, convencidos de la pertinencia dc las calificaciones
de no aptitud, pero igualmente convencidos de que la consecuencia más pro-
bable podría ser un despido cuyas consecuencias -incluyendo las que afectan
a la salud- podrían ser aún más graves que el mantenimiento del puesto de
trabajo). Por otra parte, el desarrollo de un «nomadismo» en el empleo hace
que la sola supervisión médica ejercida por servicios de empresa o inter-
empresas devenga poco eficaz.
>~ Directiva de 24 deJunio de 1992 relativa a las prescripciones mínimas de seguridad y salud
que deben aplicarse en las obras de contrucción temporales o móviles, DOCE, 1992, L 245 de 26
de Agosto de 1992.
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Más allá de las fórmulas concretas de organización, la cooperación entre
la sanidad pública y la salud laboral me parece más importante en los siguien-
tes ámbitos:
* dar a conocer la repercusión del trabajo en la salud;
* organizar el seguimiento médico de modo que integre plenamente las
informaciones relativas al trabajo (y, parrictílarmente, la exposición a los fac-
tores de nocividad«>;
* desarrollar políticas de salud laboral para aquellas categorías de traba-
jadores escasamente cubiertos por los dispositivos de salud laboral centrados
en la empresa.
C. Importancia de los mecanismos de socialización
El plinto precedente nos lleva de manera natural a reflexionar sobre la impor-
tancia de los mecanismos disponibles para la socialización de conocimientos en
salud laboral. En algunos paises hay un sorprendente contraste entre laampli-
tud de medios desplegados en algunas empresas y la escasez de información que
se genera a partir de las acciones de prevención. No se produce una puesta en
común de las soluciones encontradas para que estas puedan se generalizadas a
empresas que tengan el mismo problema <lo cual sería importante, porejemplo,
cuando se identifica un agente tóxico y en una empresa se encuentra una solu-
ción al problema con la substitución de este agente por otro producto químico).
La experiencia de los Fondos del Medio laboral en los países escandinavos
demuestra que es posible llevar a cabo una política de conjunto, a nivel social,
partiendo de la identificación de campos de intervención prioritaria (por ejem-
plo utilización de disolventes, problemasóseo-xnusculares,repercusión de la dis-
críminación hombre-mujer sobre las condiciones de trabajo, etc.) y de la gene-
ralización de soluciones halladas en empresas particulares. Una orientación de
este tipo supone, claro está, que los mecanismos de socialización puestos en mar-
cha sobrepasen el enfoque tradicional de tina prevención que se lirnita exchísi-
vaniente a los riesgos profesionales reconocidos (en esto consiste, en mi opinión,
el mayor limite
impuesto a numerosas Intervenciones del INRS en Francia).
D. Conseguir que la selección médica salga de la zona de indefinición legal
La selección médica constituye una de las facetas de relación trabajo-salud
cuyo fuiíciona miento real contradice con frecuencia los objetivos de pre-
vención. Lacreación de un fichero de aptitud de trabajadores eventuales en
La experiencia italiana de las cartillas sanitarias (le los traln~jadores puede constituir lilia
referencia interesante con la condición de que se galalitíce de fúrma efica, la .onfidencialidad
de los datos y que tales instrumentos ¡‘O SC vuelvan en contra de los trabajadores favoreciendo la
di sen rn inao Cm basada en el esta(lo de sal tid
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Francia41, ilustra de manera contundente la utilización perversa que se puedehacer de la noción de aptitud.
1-lasta el momento, la selección médica estaba rodeada por dos tipos de
garantías. Por tina parte, garantías relativas a los actores de esta selección: así
en Francia, los servicios de medicina laboral tienen un estatuto encargado
de garantizar sus condiciones de independencia. Por otra parte, de manera
progresiva, algunas garandas de procedimiento mínimas van a rodear ladeci-
sión de no-aptitud y sus consecuencias. Por último, más recientemente algu-
nos estados han adoptado mecanismos contra las discriminaciones fundadas
en el estado de salud o en las discapacidades. El examen de la ley francesa
que reprime las discriminaciones sobre la base del estado de salud es signifi-
cativo. Considera que la sentencia de no-aptitud pronunciada por un medi-
co laboral basta para descartar la noción de discriminación sin que se for-
mulen en ningún sitio los criterios en los que se ha basado dicha sentencia.
Hay una especie de división del trabajo entre la esferajurídica, que se ocupa
de los aspectos de procedimiento y las consecuencias en términos de empleo
de lano-aptitud, y laesfera de laautorregulación médica (sometida, en grado
variable, a las presiones del empresario) no sometida a controljurisdiccional.
Volvemos a encontrar una separación parecida en lajurisprudencia delTri-
bunal dejusticiade las Comunidades Europeasconcerniente a la aptitud. Pero el
Tribunal ha formulado algunos criterios que encarnan la sentencia médica y
estos criterios me parecen especialmente peligrosos. Apartir de un razonamiento
según el cualse considera que la medicina del trabajo debe conciliar diferentes
intereses (los de la salud del trabajador, los de la salud de sus colegas y los de los
intereseseconómicos de la empresao institución de la que se trate), el Tribunal
admite que se podrá dictaminar la no-aptitud no solamente sobre la base del esta-
do de salud en el momento del examen, sino igualmente ftmdañdose en las con-
secuencias médicamenre previsibles de un estado de salud que impida el cum-
plimiento de las obligaciones laborales del trabajador en el futuro42.
Desde 1991 en Francia un decreto ha organizado un fichero de aptitud de ~ostrabajadores
eventuales que pue(len consultar directamente los empresarios que buscan dichos trabajadores
para coíitratarles. Dicho fichero contiene tina caracterización de la aptitud hecha por un médi-
c> del trabajo sin ninguna refeicucia a una situación de trabajo concreto (con lo que supondría
com(> posibles ~adaptaci()1~eso mejoras).
42 Esta jurisprudencia Ríe elaborada principalmente en algunos casos relativos a funcionarios
comunitarios cuya contratacion se había anulado como consecuencia de un test positivo de ‘<11-1.
En estos casos, sic! Tribunal en la fúse de apelación invalida algunas de las sentencias del Tribunal
de primera instancia basándose, principalmente, en la ausencia de consentimiento o en la irra-
cjonali(lad médica de la sentencia concerniente a las previsibles consecuencias de un daño para la
salud, ,io pone en cuestión sus criterios relativos a la formación de la sentencia de no-aptitud.
(Ver, en particular, el asunto C404/94 X Comisión: sentencia del TPI de 18 de Septiembre de
1992, sentencia (le! recurso de apelación del Tribunal de .5 de Octubre de 1994 y caso T-lO/93
AiComisión, sentencia del TPI de 14 de Abril de 1994). (Para una reflexión dc conjunto sobre
la selección médica, ver l-lendriks y Gevers, 1994).
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Me parece importante conseguir que los sistemas de selección médica sal-
gan de la zona de indefiniciónjurídica, y no contentarse con el derechocomún
de las normas relativas al consentimiento informado que son bastante ineficaces
en el contexto de las relaciones laborales. Esto implica, por una parte, un con-
trol de racionalidad de los test utilizados con el único objetivo de mantener la
salud de los trabajadores y or otra, la demostración del empresario de que
incluso una adaptación de?as condiciones de trabajo no sería suficiente para
permitir el mantenimiento del puesto de trabajo (o la contratación) de una
persona cuyo estado de salud lleve a emitir un juicio de no-aptitud.
E. Importancia de las sanciones económicas
Hayuna constatación general, sea cual sea el país examinado: en relación
a los intereses en juego (la vida y la salud),las infracciones y los delitos come-
tidos en materia de salud laboral no suelen ser objeto de condenas penales
más que en raras ocasiones y estas parecen ser bastante insignificantes si se
las compara con las otras formas de delincuencia.
El caso De Charette, que se remonta a una veintena de años, en Francia,
suscitó una gran conmoción, no tanto a causa de la muerte de un trabajador
<acontecimiento relativamente banal), como por el encarcelamiento pre-
ventivo de un patrón. Esta cuasi-despenalización en los temas de salud en el
trabajo se inscribe en un contexto más amplio que afecta al conjunto del dere-
cho penal y a la administración dejusticia43.La nueva ley española para la prevención de los riesgos laborales contiene
una disposición interesante a este respecto. Su artículo 54 establece que las
personas condenadas por una infracción muy grave que haya provocado
daños a Ja salud de los trabajadores como consecuencia de no respetarlas
obligaciones previstas por la legislación sobre la salud en el trabajo, no podrán
obtener contratos con las administraciones públicas. Una disposición de este
tipo puede tener efectos disuasivos importantes en la medida en que la san-
ción económica propuesta es mucho más sensible que las posibles multas.
Fi Debate sobre la normalización ycertificación
1-le mencionado ya la importancia alcanzada por los procedimientos de
certificación en las relaciones interempresariales. Actualmente se ha inicia-
~ Contexto recordado por Pierre Lascoumes en un artículo reciente <«Michel }‘oucauit y la
délinquencedesclassesdirigeantes>, LeMonde, 4de Noviembre de 1995, p. 13) que subraya: «Si
los daños a los bienes y las formas de violencia popular acaparan lo esencial de la atención públi-
ca y penal, no ocurre lo mismo con las infracciones cometidas por los poseedores del poder eco-
nomico y político. Su ilegalidad, susjuegos con las normas, sus prácticas específicas de transgresión
no se olvidan, pero son tratadas de un modo menor, desdramatizándolas y disculpándolas>.
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do un debate sobre la posibilidad de crear una norma en la serie de normas
ISO-9000 que trataría sobre la salud en el ámbito laboral44.Las condiciones de aceptabilidad de las normas (en el sentido estricto de
normas técnicas voluntarias que emanan de organismos de normalización>
en materia de salud laboral dependerían de varios factores:
Estas normas deberían precisar los mecanismos de gestión de salud en las
empresas (y, eventualmente, en las relaciones interempresariales en caso de
co-actividad) y podrían, llegado el caso, fijar criterios de certificación de ser-
vicios de prevención aunque sin sustituir a las normas de orden público rela-
tivas a estas materias. Esta función supletoria implicaría que éstas aportarían
precisiones respecto a la aplicación de normas públicas. En ningún caso debe-
rían permitir que se sustituyesen los mecanismos de control (ejercidos gene-
ralmente por la inspección de trabajo) por prestaciones comerciales asegu-
radas por organismos privados (los organismos de certificación). Esta preci-
sión me parece importante. La posición del empresariado británico con oca-
sión del debate en el seno del BSI consistía en aceptar -no sin reticencias- que
las normas técnicas relativas a la salud en el ámbito laboral pudieran evitar
someterse a la inspección de trabajo, salvo en caso de accidente grave.
Pero el debate sobre las normas pone de relieve cuestiones más impor-
tantes.
10) ¿Hasta qué punto la construcción de la salud puede normalizarse?
¿No hay riesgo, inherente a toda visión normativade la salud, de perder una
parte de las conquistas de estas últimas décadas, que han ampliado conside-
rablemente el campo del derecho de la salud laboral incluyendo, en particu-
lar, la salud mental? Toda norma tiende a definir criterios de eficacia cuanti-
ficables. ¿Cuáles serán los criterios escogidos: los accidentes declarados? ¿los
accidentes susceptibles de compensación económica? ¿las tasas de absentis-
mo? Ninguno de estos criterios es neutro en relación al contenido de la polí-
tica de prevención que se elija. La otra dificultad con la que choca ctíalquier
intento de normalización se refiere a la visión de los comportamientos indi-
viduales. Tomemos como ejemplo el del rechazo a llevar los equipos de pro-
tección individual. Desde el punto de vista de la norma, es un fenómeno
negativo que permite imputar la posible responsabilidad de un accidente a
los trabajadores. Desde un punto de vista abierto al análisis psicodinániico
del trabajo45, la cuestión de esta negación es más compleja: puede indicar
~ Este debate se ha entablado de modo simultáneo en algunos organismos nacionales de nor-
malización (como el BM en el Reino Unido) y en las organizaciones internacionales (con la cre-
ación, especialmente, de un grupo de trabajo en el seno de 180 que reúne a la OIT, la OMS, la
i50y representantes de cierto número de instituciones nacionales de normalización).
~ La psicodinámica del trabajo hace referencia a una corriente importante exilas disciplinas
de la salud laboral que se ha desarrollado principalmente en Francia (pero con inluencias en
Brasil, Lanada y otros países). Para una visión de conjunto: Dejours (1993).
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que estamos en presencia de una estrategia de defensa de la salud (mental)
que sólo si se observa desde la óptica de la seguridad podría considerarse
como un desvío irracional (el constante aviso de peligro que conlíeva el uso
de equipos de protección puede ser fuente de caños para la salud que los
diseñadores no toman en cuenta porque reducen la salud laboral a un ejer-
cirio técnico de alejamiento entre la frente material de un riesgo aislado y la
parte del cuerpo amenazada). Una observación de esta clase desemboca en
un debate en lugar de conducir a la simple constatación de la infracción de
una norma y a su sanción.
2~) En la mayoría de las aportaciones a este debate, se tiene la impresión
de que la relación entre la calidad del producto y la calidad de vida de los
productores se concibe de forma mecanícísta. Creo, por el contrario que hay
numerosas variantes: en algunos casos, hay correspondencia entre unas y
otras; en otros casos, hay una especie de neutralidad; y en otros hay conflic-
to (por ejemplo, las operadoras de salas blancas en la industria electrónica o
farmaceútica46). Parece importante mantener un juego, un diálogo y, a veces
un conflicto entre lógicas diferentes. E identificar a los actores encargados
de representar estas logicas: el papel del médico del trabajo, por ejemplo, no
es el de ejercer el control de calidad. Que lamisión del citado médico pueda
a veces desbordar los objetivos de salud/seguridad pública es una cosa (de
ahí la legitimidad por ejemplo de un control de aptitud, dirigido a los con-
ductores que tengan bajo su responsabilidad el interés del público, a la hora
de seleccionar a aquellos que vean los colores de un semáforo y que puedan
oir las señales sonoras), y otra es que se integre en un control de calidad de
productos no ligados directamente a la salud o la seguridad (de los compa-
ñeros, de los usuarios, de los compradores en el caso de los productos ah-
men tinos>.
G. Algunos elementos para la valoración de la nueva Ley española de Riesgos
Laborales4’
Tomando como base los criterios que he presentado, parece que la Ley
31/1995 que traspone al derecho español la Directiva Marco comunitaria
supera parcialmente algunos de los limites de la intervención normativa
comunitaria y contiene normas que pueden ser utilizadas por el movimien-
to sindical como herramientas útiles en su luchacontra las consecuencias de
la precarización sobre la salud laboral. Dicha caracterización no debe hacer
olvidar que la tendencia general en la intervención gubernamental y en la
evolución del derecho laboral ha fomentado sistemáticamente la desreguJa-
46 Ver Doniol-Shaw ( 199i y 1994).
~ Para un análisis sistemático, ver González Ortega y Aparicio Tovar (1996)
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ción y la legalización de la precariedad. Se manifiesta, con más violencia aún
que en los demás paises europeos, esa tendencia esquizofrénica a supeditar
los derechos fundamentales de los trabajadores a la acumulación de capital
mientras, en buena medida por la impostergable necesidad de respetar los
compromisos asumidos a nivel comunitario, se crean instrumentos que per-
miten actuar sobre algunas de las consecuencias de los cambios realizados
sobre la salud y la seguridad.
En mi opinión, los principales avances de la Ley 31/1995 residen en:
10) la definición del papel de los órganos públicos en la prevención, que
define un marco general de las actividadesde control y de socialización supe-
rando así la visión estrecha de la normativa comunitaria que contempla casi
exclusivamente la relación entre el empresario y los trabajadores de su empre-
sa;
20) el desarrollo del sistema de consulta de los trabajadores, aún si el texto
de la ley ha significado un retroceso respecto a la primera versión negociada
con las organizaciones sindicales. En este campo, cabe esperar que la nego-
ciación colectiva llegue a superar los dos principales limites de la Ley: la no
creación de la figura del delegado territorial de prevención para las peque-
ñas empresas y la imputación de la mayor parte de las actividades de los dele-
gados de prevención al crédito de horas que les corresponde para sus otras
tareas como representantes de los trabajadores;
30) la definición de las medidas de prevención en el marco de una coor-
dinación inter emprearial que va más allá de la formulación muy general de la
directiva marco; y
40) el sistema de sanciones.
Conclusiones
4-lacia donde se evoluciona actualmente? No es posible dejar de analizarla
dimensión jurídica de la precarización como resultado de decisiones políticas
liberales que sancionan el deterioro de una relación de fuerzas. Sin embargo,
sin ser esta explicación inexacta, resulta muy parcial porque las raices de lapre-
carización van mucho más allá de la mala gestión política y, sobre todo, porque
hace dificil la elaboración de una estrategia sindical en la medida en que man-
tiene la ilusión de que bastaría una «política mejor» para trastocar el curso de
los acontecimientos. Creo que la explicación política de~ completarse con un
análisis de las transformaciones de la organización del trabajo y del modelo de
relaciones industriales. A partirde este análisis se puede adelantar la si~uiente
hipótesis: han desaparecido las bases mismas del compromiso fordista . Este
~ Para una disensión más sistemática aconsejo la lectura del estimulante libro de íngrao y Ros-
sanda (1995).
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combinaba la producción en masa, la extensión del trabajo asalariado y el desa-
rrollo gradual del poder adquisitivo en un contexto de desempleo escaso y de
relaciones industriales fuertemente estructuradas. En tal situación, los benefi-
cios de la productividad estaban ligados de manera esencial a dos factores: la
intensidad del trabajo (de ahí la obsesión por el cronómetro y la recuperación
de los tiempos muertos), la organización «científica» de la división social del
trabajo (de dónde la insistencia en lajerarqula y la fragmentación de tareas lle-
vada a veces hasta límites absurdos) y los progresos técnicos. Este contexto per-
mitía una acumulación de capitalperfectamente compatible con garantías bas-
tinte eficaces en materia de salarios y de empleo. El desarrollo del empleo dpi-
co, la quasi-generalización de la seguridad social, un derecho laboral centrado
en los derechoscolectivos e individuales de los trabajadores caracterizaron a la
mayoría de los países de Europa occidental entre 1945 y 1975 al menos49. El
compromiso fordista se ha agotado por numerosas razones entre las cuales las
luchas obreras de finales de los sesenta y principios de los setenta constituyeron
un elemento no desdeñable. No voy a proponer una descripción nostálgicadel
fordismo y del derecho del trabajo desarrollado en su seno. Los valores de soli-
daridad e igualdad defendidos por el movimiento obrero no han hecho más
qtíe modelar parcialmente (¡y de manera muy desigual!) nuestras sociedades.
No se han reconsiderado las discriminaciones que afectan a las mujeres, como
tampoco las que afectan a trabajadores inmigrantes, y es siguificativo que en la
ola de movilizaciones sociales que ha cuestionado el compromiso fordista tanto
las mujeres como los inmigrantes hanjugado un papel mucho más importan-
te que en las moxihzaciones que se hacían dentro del marco mismo de estecom-
promiso para negociar el reparto salarial.
Las nuevas tendencias de la organización laboral parecen integrar mucho
más que antes la organización del tiempo de trabajo, la definición misma de
las tareasy competencias y la precariedad de las formas de contratación como
elementos constitutivos de la productividad511 En otros términos, lo que la
acción del movimiento obrero tendía a considerar como variables relativa-
mente independientes de los beneficios, se ha proyectado al interior mismo
de Ja construcción social de la productividad tanto a nivel empresarial como
a nivel de competencia internacional. Estas nuevas variables de ajuste impli-
can un fuerte crecimiento de las desigualdades (en materia de empleo, de
salud, de ingresos, etcétera). Este me parece el marco en el que hay que refle-
xionar sobre las estrategias de lucha para construir la salud en el trabajo.
19 Para más informes, ver Zarifian (1994).
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